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La Sala en diversos pronunciamientos ha señalado que los requisitos generales para la existencia de un conflicto de competencias administrativas son: i) la presencia de al menos dos entidades que nieguen o reclamen competencia sobre un determinado asunto; ii) que los organismos o entidades pertenezcan al orden nacional; iii) o al orden departamental siempre y cuando no se encuentren dentro del mismo territorio de jurisdicción de un Tribunal Administrativo; iv) que el conflicto tenga naturaleza administrativa y; v) que verse sobre un caso concreto. (…) Como se expuso, uno de los requisitos necesarios para que la Sala se pronuncie consiste en que el conflicto verse sobre una actuación administrativa concreta, entendida como el procedimiento que permite la expedición de un acto administrativo en un asunto en particular, actuación que no se presenta en este caso, debido a que tanto la Policía Nacional – Seccional Quindío y el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC asumen diferentes posiciones en relación con la interpretación en general de las normas sobre la competencia de la autoridad administrativa para realizar los traslados de la población de imputados y condenados que se encuentran en las salas temporales de la Policía Nacional – Seccional Quindío, pero no se individualiza un asunto concreto en el cual se deba adoptar una decisión administrativa. En consecuencia, es claro entonces que no se configura un conflicto negativo de competencias que deba ser resuelto por esta Sala. Por las circunstancias anteriormente anotadas, la Sala observa que al no existir un conflicto de competencias, pues lo que se plantea por parte de la Policía Nacional – Seccional Quindío es una consulta, y no aparece un asunto concreto en el cual dos entidades se declaren competentes o incompetentes para conocerlo, se debe declarar inhibida para decidir sobre lo planteado. 
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Actor: POLICIA NACIONAL – SECCIONAL QUINDIO
La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado en cumplimiento de la función prevista en el artículo 39, en concordancia con el artículo 112 numeral 10 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), Ley 1437 de 2011, resuelve el presunto conflicto negativo de competencias suscitado entre la Policía Nacional – Seccional Quindío y el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC, con el objeto de determinar la autoridad competente para realizar los traslados de la población de imputados y condenados que se encuentren en las salas temporales de la Policía Nacional – Seccional Quindío.
I. ANTECEDENTES

En escrito calendado el 5 de enero de 2016 la Policía Nacional – Seccional Quindío solicitó a esta Sala emitir concepto frente a “los traslados de la población de imputados y condenados que se encuentran en las salas temporales de la institución policial, toda vez que este comando recibe un sin número de solicitudes de remisiones a diferentes audiencias por parte de los señores jueces de la república…”
II. ACTUACIÓN PROCESAL

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 1437 de 2011, se fijó edicto en la Secretaría de esta Corporación por el término de cinco (5) días, con el fin de que las autoridades involucradas y los terceros interesados presentaran sus alegatos en el trámite del conflicto. (folio 7).

Los informes secretariales que obran en el expediente dan cuenta del cumplimiento del trámite ordenado por el inciso tercero del artículo 39 de la Ley 1437 de 2011. (folios 8-9).

Consta también que se informó sobre el presente conflicto a la Policía Nacional – Dirección General, a la Policía Nacional – Seccional Quindío, al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario- INPEC, al INPEC – Seccional Quindío, a la Procuraduría General de la Nación y a la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asunto Penales. (Folio 8 y 9).

En comunicación del 18 de enero de 2016, la secretaria de la Sala informó al Comandante de Policía del Departamento del Quindío que:

“…de conformidad con lo establecido en el artículo 112 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y en concordancia con el artículo 115 de la Constitución Política, la función consultiva del Consejo de Estado, está atribuida en forma exclusiva u excluyente a esta Sala y a ella accede solamente, como lo señalan las normas antes citadas, el Gobierno Nacional, esto es, el señor Presidente de la república, los Ministros del Despacho y los Directores de los Departamentos Administrativos, como únicas autoridades con vocación para elevar consultas sobre temas de la Administración. Por tal motivo, la Sala de Consulta y Servicio Civil, no puede conceptuar sobre asuntos que le propongan los particulares, ni entidades no comprendidas en el ámbito de su competencia. Lo anterior, sin perjuicio que usted acuda ante las autoridades habilitadas legalmente para formular consultas ante esta Corporación, para que sean estas quienes hagan la presentación de la misma.
Por otra parte, me permito informarle que por disposición del artículo 39 de la ley (sic) 1437 de 2011 (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo), esta Sala es competente para conocer de los conflictos de competencias administrativas que se susciten entre entidades del orden nacional y territorial, o autoridades territoriales de distintos departamentos, sobre actuaciones particulares y concretas. Por consiguiente, si así usted lo estima pertinente le solicito que a la mayor brevedad posible se sirva enviar los antecedentes administrativos correspondientes e individualice el asunto en mención con el fin de darle el trámite respectivo.” (Se resalta por la Sala)
Dentro del término legal se allegaron escritos del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC, del INPEC – Seccional Viejo Caldas, del INPEC – Seccional Quindío, de la Policía Nacional – Seccional Quindío, en las cuales no se individualizó ningún caso ni se remitieron los antecedentes administrativos. 
III. ARGUMENTOS DE LAS PARTES INTERVINIENTES
Las razones aducidas por las autoridades administrativas para negar su competencia están expuestas en los documentos que obran en el expediente así:
1. El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC
En su escrito, el Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC manifestó que la entidad que él representa no tiene competencia para trasladar el personal de imputados y condenados que se encuentren en las salas temporales de reclusión de la Policía Nacional, toda vez que esa competencia corresponde a la mencionada institución.

Mencionó que el artículo 30 B de la Ley 65 de 1993 “Por la cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario”  hace la distinción entre el sistema nacional penitenciario y carcelario y las cárceles responsabilidad de los entes territoriales, y recalcó que en la Ley 65 de 1993 el legislador concibió a las cárceles como un conjunto de entidades públicas a quienes se les asignó la competencia para atender la población privada de la libertad a cargo de la Nación.
Expone que de acuerdo con lo establecido en los artículos 17, 18, 19 y 21 de la Ley 65 de 1993 le corresponde a los entes territoriales asumir la responsabilidad de la población privada de la libertad preventivamente.
Indicó que la Corte Constitucional ha reconocido la responsabilidad de las entidades territoriales respecto de la población privada de la libertad preventivamente, para lo cual mencionó la sentencia T-762 del 16 de diciembre de 2015 en la cual se establece que “…el INPEC ha de solventar económicamente las medidas que operan frente a las personas condenadas, mientras las personas sindicadas están a cargo de las entidades territoriales”.
Por lo anterior consideró que es indispensable que los entes territoriales del Quindío asuman la responsabilidad legal que les asiste con las personas privadas de la libertad de manera preventiva y contribuyan a mejorar las condiciones de reclusión de los privados de la libertad.
2. Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – Regional Viejo Caldas

La Directora Regional Viejo Caldas del INPEC en su escrito consideró que en el presente asunto no existe conflicto de competencias puesto que la norma relacionada con la obligación de recluir y por ende trasladar al personal indiciado con medida de aseguramiento a los despachos judiciales o sedes de otros despachos para la práctica de diligencias judiciales, corresponde a los entes territoriales según el artículo 21 de la Ley 1709 de 2014.
Por lo tanto manifestó que no es de recibo que se exija por parte de la autoridad policiva el traslado de personal interno que no está bajo custodia y vigilancia del INPEC, ya que a su criterio el comandante de policía no puede exigir el cumplimiento de tal obligación, sino a las autoridades territoriales o departamentales.
Mencionó que la norma anteriormente enunciada es clara, y que, por lo tanto no puede obligarse al INPEC a trasladar al personal indiciado, dado que las entidades territoriales tienen la obligación de tener sus propias cárceles y pabellones de detención preventiva, lo que a su juicio implica la cobertura de todas las obligaciones que se derivan de la privación de la libertad de una persona, como es su alimentación, trasporte, alojamiento y salud. Indicó que la norma contempla que cuando no existan dichos establecimientos en los entes territoriales estos podrán suscribir convenios de integración de servicios, los cuales manifiesta en el Departamento del Quindío no existen.
Igualmente, remitió comunicaciones del Comandante de Policía del Cai Santander, del Director del EPMSC - Calarcá, de la Inspectora Única Municipal de Policía de Calarcá, de la Policía Nacional – Dirección de Investigación Criminal e Interpol – Seccional Quindío, del Coordinador del Grupo Operativo de Custodia Celdas Transitorias CTI-Armenia Q, en las cuales no se evidencia que en efecto dichos convenios existan. (Folios 18, 24, 25, 26, 27, 28 y 29).
3. Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – EPMSC Armenia

Manifestó el director del EPMSC Armenia que la ley asigna a las entidades territoriales el cuidado de los sindicados en detención preventiva y no al INPEC de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 28 A de la Ley 1709 de 2014; así como que la custodia de las personas privadas de la libertad a través de una sentencia condenatoria al igual que el traslado de los internos a las diligencias judiciales y médicas corresponde al INPEC de conformidad con lo establecido por la Ley 65 de 1993.
4. Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - OAJ
En sus alegatos, el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del INPEC manifestó que las estaciones de policía en ningún modo están en la clasificación de establecimientos de reclusión, los cuales están regulados por la Ley 1709 de 2014. Por lo que corresponde a las entidades territoriales la creación, organización y dirección de las cárceles de detención preventiva y los centros de arraigo transitorio conforme a lo establecido por los artículos 21 y 23 A de la Ley 65 de 1993.
Argumentó que los desplazamientos de las personas que se encuentran en prisión o detención domiciliaria son responsabilidad de las mismas de conformidad con el parágrafo del artículo 24 de la Ley 1709 de 2014. Además señaló que las remisiones o medidas de las personas privadas de la libertad de que trata el artículo 30 B de la Ley 65 de 1993, son realizadas por el INPEC.
Para finalizar mencionó que en los casos de la población recluida en las estaciones de la Policía Nacional, a la espera de ingresar bajo la custodia y vigilancia del instituto en virtud de una orden judicial, no puede ser recluida en una establecimiento de reclusión por el nivel de hacinamiento.
IV. CONSIDERACIONES
1. Competencia

Bien puede ocurrir que dos o más autoridades se consideren competentes para conocer de un asunto de naturaleza administrativa o que, por el contrario, juzguen ser incompetentes para tal efecto. Con el objetivo de resolver conflictos de esta índole, el ordenamiento jurídico colombiano estableció un procedimiento específico, el cual se encuentra señalado en el artículo 39 de la Ley 1437 de 2011, por la cual se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo CPACA:

“Los conflictos de competencia administrativa se promoverán de oficio o por solicitud de la persona interesada. La autoridad que se considere incompetente remitirá la actuación a la que estime competente; si esta también se declara incompetente, remitirá inmediatamente la actuación a la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado en relación con autoridades del orden nacional o al Tribunal Administrativo correspondiente en relación con autoridades del orden departamental, distrital o municipal. En caso de que el conflicto involucre autoridades nacionales y territoriales, o autoridades territoriales de distintos departamentos, conocerá la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado.”

En tal sentido, señala el artículo 112 de ese mismo cuerpo normativo que una de las funciones de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, es la siguiente:

 “…10. Resolver los conflictos de competencias administrativas entre organismos del orden nacional o entre tales organismos y una entidad territorial o descentralizada, o entre cualesquiera de estas cuando no estén comprendidas en la jurisdicción territorial de un solo tribunal administrativo.”
2. Presupuestos de los conflictos de competencias

En anterior oportunidad, esta Sala
 se pronunció al respecto reiterando que los requisitos esenciales para la existencia de un conflicto de competencias, son:
“1. Deben existir al menos dos entidades u organismos que de manera expresa manifiesten su competencia o incompetencia para conocer de un asunto determinado. Por tanto, “no basta con que una de las partes interesadas en la resolución de la situación tenga dudas respecto a quién debe asumir la carga para conocer el trámite.” Y, claro está, no existe conflicto cuando una autoridad asume el conocimiento de un asunto y ninguna otra lo reclama para sí. 

(…)

2. Al menos uno de los organismos o entidades debe pertenecer al orden nacional. Si bien el artículo 4° de la ley 954 de 2005 señaló el ámbito de competencia de la Sala de Consulta y Servicio Civil de manera general, en todo caso el artículo 1º de la misma ley mantuvo las competencias asignadas a los Tribunales Administrativos en el orden territorial. En consecuencia, a la Sala de Consulta solamente le corresponden los conflictos que se presenten entre dos o más organismos o entidades públicas del orden nacional, o entre una de éstas y otra del orden territorial, o entre entidades territoriales que no estén ubicadas en la jurisdicción de un solo Tribunal (…). 

3. El conflicto debe versar sobre un asunto concreto y no sobre cuestiones abstractas y generales. Por tanto, la actuación respecto de la cual se origina la controversia debe estar individualizada. El procedimiento para definir los conflictos de competencias administrativas se instituyó para resolver problemas específicos y no para absolver consultas jurídicas de carácter general o casos abstractos o hipotéticos, situaciones que remiten a otra función de la Sala, como es la función consultiva, la cual sigue sus propias reglas. 

4. El conflicto debe referirse a competencias de naturaleza administrativa. El conflicto que se someta a conocimiento de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado debe versar exclusivamente sobre asuntos o competencias administrativas, lo cual excluye el conocimiento de conflictos jurisdiccionales y legislativos.”12 (Se resalta por la Sala)
En línea con lo anterior, la Sala en diversos pronunciamientos ha señalado que los requisitos generales para la existencia de un conflicto de competencias administrativas son: i) la presencia de al menos dos entidades que nieguen o reclamen competencia sobre un determinado asunto; ii) que los organismos o entidades pertenezcan al orden nacional; iii) o al orden departamental siempre y cuando no se encuentren dentro del mismo territorio de jurisdicción de un Tribunal Administrativo; iv) que el conflicto tenga naturaleza administrativa y; v) que verse sobre un caso concreto. 
3. Caso concreto

Revisada la documentación aportada y analizado el caso objeto de estudio, la Sala encuentra que lo que se pretende por parte de la Policía Nacional – Seccional Quindío es que se resuelva una consulta genérica; por lo tanto, no se cumple con la totalidad de los requisitos para que se configure un conflicto de competencias administrativas, ya que evidencia la Sala que no se trata de un conflicto de competencias sino de las diferencias que han surgido entre el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC y la Policía Nacional – Seccional Quindío en torno a los siguientes interrogantes:

(i) ¿A qué entidad del Estado le corresponde legalmente realizar los traslados de los imputados y condenados que se encuentren en las salas temporales de las estaciones de policía?
(ii) ¿Cuál entidad u organismo es el responsable legal de asumir la custodia y traslado a las audiencias, con posterioridad a la medida de aseguramiento y por ende una vez supera el término de las 36 horas?
(iii) ¿Cuál es el sustento legal para que el INPEC no se obligue a realizar los traslados de los detenidos que se encuentran en las instalaciones policiales?
Como se expuso, uno de los requisitos necesarios para que la Sala se pronuncie consiste en que el conflicto verse sobre una actuación administrativa concreta, entendida como el procedimiento que permite la expedición de un acto administrativo en un asunto en particular, actuación que no se presenta en este caso, debido a que tanto la Policía Nacional – Seccional Quindío y el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC asumen diferentes posiciones en relación con la interpretación en general de las normas sobre la competencia de la autoridad administrativa para realizar los traslados de la población de imputados y condenados que se encuentran en las salas temporales de la Policía Nacional – Seccional Quindío, pero no se individualiza un asunto concreto en el cual se deba adoptar una decisión administrativa. En consecuencia, es claro entonces que no se configura un conflicto negativo de competencias que deba ser resuelto por esta Sala.

Por las circunstancias anteriormente anotadas, la Sala observa que al no existir un conflicto de competencias, pues lo que se plantea por parte de la Policía Nacional – Seccional Quindío es una consulta, y no aparece un asunto concreto en el cual dos entidades se declaren competentes o incompetentes para conocerlo, se debe declarar inhibida para decidir sobre lo planteado. 

Es decir, la orientación del escrito sugiere una consulta y no un conflicto de competencias administrativas en estricto sentido, el cual se presenta cuando frente a un caso concreto las entidades en él involucradas deciden declararse competentes o incompetentes para resolverlo.

Por tanto, como quiera que el presente asunto carece de objeto, la Sala se inhibirá, no sin antes precisar a la Policía Nacional – Seccional Quindío que para que pueda esta corporación asumir el conocimiento de un conflicto de competencias, es necesario, se reitera, que se identifique un caso específico en el que dos entidades se consideren competentes o incompetentes para conocerlo, evento en el cual al promoverse el conflicto debe remitirse la correspondiente actuación administrativa.

En el presente caso, no se trata de actuaciones administrativas determinadas ni determinables, sino de asuntos de carácter general directamente relacionados con la competencia y las funciones de las autoridades de policía y del INPEC. Ante la ausencia de un conflicto de competencias negativo o positivo, la Sala carece de competencia para pronunciarse de fondo y debe declararse inhibida.

4. Consideracion especial

El caso ahora analizado permite inferir dificultades que pueden surgir entre las distintas autoridades de policía y el INPEC en relación con el traslado de los imputados y condenados que se encuentren en las salas temporales de la Policía Nacional.

Con el respeto que debe al Gobierno Nacional y la comprensión de la autonomía que lo asiste en la materia, la Sala estima conveniente recomendarle el estudio de los temas centrales del caso presente y la formulación de una consulta con miras a aunar experiencia y conocimiento en procura de encontrar alternativas que faciliten a las autoridades el ejercicio de sus respectivas competencias, dentro del marco constitucional y legal que rige el traslado de personal imputado y condenado que se encuentre en las salas temporales de la Policía Nacional.
Por lo expuesto, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado
RESUELVE:
Primero: Declararse INHIBIDA para conocer sobre el presunto conflicto de competencias administrativas de la referencia, suscitado entre la Policía Nacional – Seccional Quindío y el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC.
Segundo: Ordenar copias de la presente decisión y su remisión a los señores Ministros del Interior, de Defensa Nacional y de Justicia y del Derecho, para estudiar la viabilidad de formular una consulta a esta Sala sobre las cuestiones planteadas en este asunto.
Tercero: Comunicar el contenido de esta decisión la Policía Nacional – Seccional Quindío, al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC.
La anterior decisión se estudió y aprobó en la sesión de la fecha.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.
GERMÁN ALBERTO BULA ESCOBAR
Presidente de la Sala

EDGAR GONZÁLEZ LÓPEZ

                      ÁLVARO NAMÉN VARGAS

Consejero de Estado                                                              Consejero de Estado
LUCÍA MAZUERA ROMERO

Secretaria de la Sala
� Consejo de Estado, Sala de Consulta y de Servicio Civil. Expediente 110010306 2010 015.


12  También puede verse decisión del 12 de octubre de 2006, M.P. Flavio Augusto Rodríguez Arce, exp. 110010306000200600111 00.
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